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S E N T E N C I A

Ciudad de México, a treinta de septiembre de dos 
mil veintiséis.

Vistos los autos para dictar sentencia en los autos del 

juicio oral mercantil número 687/2026, promovido por 

promovido por ***** ****** ******, por propio derecho, en 

contra de ******** ******* ** ************* 

 RESULTANDO.

PRIMERO. Demanda. Por escrito recibido el siete de 

agosto de dos mil veintiséis, en el Portal de Servicios en 

Línea del Poder Judicial de la Federación y turnado el  mismo 

día a este juzgado,  ***** ****** ****** , demandado de 

******** ******* ** ************, las prestaciones 

siguientes:

“A) LA EXTINCIÓN DEL DERECHO DE 
COBRO QUE SE DECLARE JUDICIALMENTE 
RESPECTO DE LOS CONSUMOS FACTURADOS 
Y NO PAGADOS DEL PERIODO DE 
FACTURACIÓN DE MARZO DE 2017 A MAYO DE 
2024, DEL SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA 
CON RPU ************ POR LA CANTIDAD DE 
********** ********* * ***** *** 
*********** ******* * ***** ***** 
****** ******

B) LA REINSTALACIÓN DEFINITIVA DEL 
SERVICIO DE ENERGÍA CON  *** 
************* EN CASO DE CORTE O 
DESMANTELAMIENTO;

C) LA CANCELACIÓN, DESCARGO Y 
BAJA DEFINITIVA del sistema comercial de la 
demandada del cobro de la cantidad referida en la 
prestación marcada con el inciso A);

D) EL PAGO DE GASTOS Y COSTAS”
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SEGUNDO. Prevención. Por auto de once de agosto 

de dos mil veintiséis, se previno a la demandada para que 

aclarara las irregularidades que fueron detectadas en el 

escrito inicial de demanda. 

TERCERO. Admisión. Por auto de diecinueve de 

agosto de dos mil veintiséis, se admitió la demanda a trámite 

en la vía oral mercantil; se ordenó emplazar a  ******** 

******* ** ************, para que dentro del plazo de nueve 

días presentara su contestación por escrito e hiciera valer las 

excepciones y defensas que estimara pertinente; asimismo, 

se tuvieron por anunciadas las pruebas de la parte actora, en 

términos del artículo 1390 Bis 13 del Código de Comercio.

CUARTO. Emplazamiento. Mediante diligencia de 

veinte de agosto de dos mil veintiséis, se emplazó a juicio a 

******** ******* ** ************, para lo cual la actuaria 

judicial, le corrió el traslado de ley; e hizo de su conocimiento 

que contaban con un plazo de nueve días para que 

ocurrieran a contestar la demanda promovida en su contra, 

así como para que opusieran las excepciones y defensas que 

tuvieren para ello.

QUINTO. Contestación de Demanda. Por acuerdo de 

ocho de septiembre de dos mil veintiséis, se tuvo por recibido 

el escrito de  ******** ******* ** ************, quien por 

conducto de su apoderada legal, dio contestación a la 

demanda instaurada en su contra; hizo valer las excepciones 

y defensas que consideró pertinentes, con dicha 

contestación, se dio vista a la parte actora para que 

manifestara lo que a su interés legal conviniera.

SEXTO. Audiencia preliminar. Desahogada la vista a 

mencionada en el punto que antecede, por auto de dieciocho 
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de septiembre de dos mil veintiséis, se programaron las diez 
horas con treinta minutos del treinta de septiembre de 
dos mil veintiséis, para la celebración de la audiencia 

preliminar, la cual tuvo verificativo en la fecha y hora indicada, 

en la que, entre otras cuestiones, se procedió a la calificación 

de las pruebas ofrecidas por las partes; y en términos de lo 

dispuesto por el artículo 1390 Bis 37 del Código de Comercio, 

se concentró la audiencia de juicio en la preliminar, por lo 

que se procedió al desahogo de las pruebas admitidas, se 

hizo constar la recepción de los alegatos formulados por las 

partes comparecientes y se declaró visto el asunto; 

finalmente se dicta la sentencia correspondiente.  

CONSIDERANDO.

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Cuarto de 

Distrito en Materia de Extinción de Dominio con Competencia 

en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales 

Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de 

México, es competente para conocer y resolver el presente 

juicio, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 104, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 56, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación; 1339 y 1390 Bis del Código de 

Comercio; así como en los Acuerdos Generales 03/2013 y 

28/2020, el primero de ellos relativo a la determinación y 

límites territoriales de los circuitos en que se divide el 

territorio de la República Mexicana; y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por materia de los 

Tribunales Colegiados y Juzgados de Distrito; y el segundo, 

relativo al inicio de funciones de este Juzgado Cuarto de 

Distrito en Materia de Extinción de Dominio con Competencia 

en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales 

Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de 
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México, así como a su competencia, jurisdicción territorial, 

domicilio y a las reglas para el turno y la distribución de 

asuntos.

SEGUNDO. Procedencia de la vía. Al ser un 

presupuesto procesal de orden público, se analizará previo al 

estudio del fondo del asunto, la procedencia de la vía oral 

mercantil propuesta por el actor.

Lo anterior en términos de la jurisprudencia 25/2005, 

emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo XXI, de abril de 2005, con 

registro IUS 178665, de rubro y texto: 

“PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN 
PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE 
ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE 
RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN 
PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional 
establecido por el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos no es 
ilimitado, sino que está restringido por diversas 
condiciones y plazos utilizados para garantizar la 
seguridad jurídica. Así, las leyes procesales 
determinan cuál es la vía en que debe intentarse 
cada acción, por lo cual, la prosecución de un 
juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el 
carácter de presupuesto procesal que debe 
atenderse previamente a la decisión de fondo, 
porque el análisis de las acciones sólo puede 
llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por 
el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez 
estaría impedido para resolver sobre las acciones 
planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia 
del juicio, al ser una cuestión de orden público, 
debe analizarse de oficio porque la ley 
expresamente ordena el procedimiento en que 
deben tramitarse las diversas controversias, sin 
permitirse a los particulares adoptar diversas 
formas de juicio salvo las excepciones 
expresamente señaladas en la ley. En 
consecuencia, aunque exista un auto que admita 
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la demanda y la vía propuesta por la parte 
solicitante, sin que la parte demandada la hubiere 
impugnado mediante el recurso correspondiente 
o a través de una excepción, ello no implica que, 
por el supuesto consentimiento de los 
gobernados, la vía establecida por el legislador 
no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador 
estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de 
otra manera se vulnerarían las garantías de 
legalidad y seguridad jurídica establecidas en el 
artículo 14 constitucional, de acuerdo con las 
cuales nadie puede ser privado de la vida, de la 
libertad o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos, en el que se 
cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en 
aras de garantizar la seguridad jurídica de las 
partes en el proceso, debe asegurarse siempre 
de que la vía elegida por el solicitante de justicia 
sea la procedente, en cualquier momento de la 
contienda, incluso en el momento de dictar la 
sentencia definitiva, por lo que debe realizar de 
manera oficiosa el estudio de la procedencia de la 
vía, aun cuando las partes no la hubieran 
impugnado previamente.”

La vía oral mercantil resulta idónea para resolver el 

presente juicio, ya que de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 75, fracción V, y 1049, ambos del Código de 

Comercio, la controversia que aquí se ventila deriva de actos 

comerciales, toda vez que se reclama la prescripción del 

cobro de consumos de energía eléctrica, por ende, resulta 

inconcuso que las controversias que se susciten entre la 

Comisión Federal de Electricidad y los usuarios del servicio 

de que se habla, con motivo del contrato de suministro de 

energía eléctrica, deben ventilarse y dirimirse en la vía 

mercantil.

Sirve de apoyo a lo anterior, por identidad la 

Jurisprudencia 2ª./J.156/ 2017 (10ª.) de la Segunda Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la 
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página 336 del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Libro 50, Enero de 2018, Tomo I, registro 2015944, de 

rubro y texto:

“COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. 
CONTRA LOS ACTOS DERIVADOS DEL 
CONTRATO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA CELEBRADO BAJO LA VIGENCIA 
DE LA LEY DEL SERVICIO PÚBLICO 
RELATIVA PROCEDE LA VÍA ORDINARIA 
MERCANTIL. De la interpretación de los artículos 
1049 y 75, fracciones V y XXV, del Código de 
Comercio deriva que el servicio de suministro de 
energía eléctrica proporcionado por la Comisión 
Federal de Electricidad a los particulares tiene 
origen en un acuerdo de voluntades de 
naturaleza comercial traducido en una relación de 
coordinación y, en consecuencia, las 
controversias suscitadas entre las partes 
derivadas de los derechos y obligaciones 
generados en el marco del contrato de suministro 
de energía eléctrica o con motivo de éste, 
celebrado bajo la vigencia de la Ley del Servicio 
Público de Energía Eléctrica, deben ventilarse y 
decidirse en la vía ordinaria mercantil.”

Asimismo, la Tesis: II.1o.51 C (10a), sustentada por el 

Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito con 

residencia en Ciudad Nezahualcóyotl, consultable en la 

página 2869, del libro 45, Agosto de 2017, Tomo IV, registro 

2014997, de rubro y contenido:

“JUICIO ORAL MERCANTIL. PROCEDE 
CUANDO SE RECLAMA COMO PRESTACIÓN 
PRINCIPAL LA CANCELACIÓN DE CARGOS 
EFECTUADOS POR EL SUMINISTRO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA AL AMPARO DEL 
CONTRATO CELEBRADO CON LA COMISIÓN 
FEDERAL DE ELECTRICIDAD, CUANDO SU 
MONTO SEA INFERIOR A LA CUANTÍA QUE 
PREVÉ EL ARTÍCULO 1339 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. De conformidad con la reforma 
constitucional de los artículos 25, párrafo cuarto, 
27, párrafo sexto y 28, párrafos cuarto y quinto, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
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veinte de diciembre de dos mil trece, la Comisión 
Federal de Electricidad se transformó de 
organismo público descentralizado a empresa 
productiva del Estado; asimismo, decretó la 
intervención de los particulares en las actividades 
de la industria eléctrica distintas a la planeación, 
control del sistema eléctrico nacional y al servicio 
público de transmisión y distribución de energía 
eléctrica, las que desarrollará, exclusivamente, la 
Nación. Así, de la interpretación sistemática de 
los artículos 2, 3, 7, 82, 83 y 118 de la Ley de la 
Comisión Federal de Electricidad, se aprecia que 
después de celebrados los contratos para el 
suministro de energía eléctrica con la Comisión 
Federal de Electricidad le son aplicables las 
legislaciones civil y mercantil, por tanto, procede 
la vía oral mercantil, en términos del artículo 1390 
Bis del Código de Comercio, cuando se reclama 
como prestación principal la cancelación de los 
cargos efectuados con motivo del suministro de 
energía eléctrica, al amparo del contrato 
celebrado con la empresa citada y el monto que 
solicita se cancele, es inferior a la cuantía que 
prevé el artículo 1339 del invocado código”.

Además, se toma en cuenta que por disposición de los 

artículos 1055 y 1390 Bis del Código de Comercio, vigente al 

momento de presentación de la demanda, en relación con el 

transitorio cuarto del decreto publicado en el Diario Oficial de 

la federación, el veinticinco de enero de dos mil diecisiete, 

reformado mediante diverso decreto difundido el veintiocho 

de marzo de dos mil dieciocho, estableciendo que a partir del 

veintiséis de enero de dos mil veinte, en los juicios orales 

mercantiles se tramitarán todas las contiendas mercantiles 

sin limitación de cuantía; siendo que el caso a estudio es de 

cuantía determinada, previsto en el precepto legal citado en 

último término, y no existe una vía especial para este tipo de 

juicios.

TERCERO. Legitimación. Previo al estudio de fondo, 

se analizará la legitimación de las partes.
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Al respecto, se debe señalar que la legitimación en la 

causa es un requisito necesario para la procedencia de la 

acción, y puede ser activa o pasiva. La primera requiere que 

quien ejerce la acción sea el titular del derecho reclamado, 

esto es, que sea la persona que pueda exigir de la autoridad 

competente, se declare un derecho a su favor y se haga 

cumplir coactivamente.

En cambio, la legitimación pasiva en la causa requiere 

que el demandado sea aquél que deba cumplir la obligación 

exigida en juicio. De manera que si no se cumple esa 

condición en cualquiera de las partes, no puede pronunciarse 

sentencia que decida el fondo de la cuestión planteada.

Tiene aplicación la jurisprudencia I.11o.C. J/12 emitida 

por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito, de la Novena Época del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, visible en la página 2066, tomo 

XXVII, abril de 2008, con número de registro 169857, de 

rubro y texto siguientes: 

“LEGITIMACIÓN ACTIVA EN LA CAUSA. ES 
UNA CONDICIÓN NECESARIA PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y SÓLO 
PUEDE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL 
JUZGADOR AL MOMENTO DE DICTAR 
SENTENCIA. La legitimación activa en la causa 
no es un presupuesto procesal sino una condición 
para obtener sentencia favorable, esto es, se 
trata de una condición necesaria para la 
procedencia de la acción, y consiste en la 
identidad del actor con la persona a cuyo favor 
está la ley, por lo que el actor estará legitimado 
en la causa cuando ejercita un derecho que 
realmente le corresponde, de tal manera que la 
legitimación ad causam atañe al fondo de la 
cuestión litigiosa y, por ende, es evidente que 
sólo puede analizarse de oficio por el juzgador en 
el momento en que se pronuncie la sentencia 
definitiva y no antes.”
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Al respecto, cabe señalar que el actor ***** ****** 

******, se encuentra legitimado en términos de lo establecido 

por el artículo 1056 del Código de Comercio, para promover 

el presente juicio oral mercantil, pues comparece en su 

calidad de usuario final del servicio de energía eléctrica 

************ con equipo de medición  ******* que se 

suministraba en su domicilio y respecto del cual reclama la 

extinción del derecho de cobro de los consumos facturados 

del periodo de marzo de dos mil diecisiete a mayo de dos mil 

veinticuatro.

Aunado a lo anterior, en el caso concreto, la parte 

actora acredita ser arrendatario del inmueble ubicado en 

***** ***** * * ****** ************** 
******** ******** **** ****** ******* ****** ** ******, conforme al contrato 

de arrendamiento de uno de agosto de dos mil veinticuatro, 

exhibido con el escrito de demanda, documental a la que se 

le otorga valor indiciario en términos de los artículo 1238 y 

1296 del Código de Comercio, interpretado a contrario sensu, 

ya que la parte demandada lo objetó únicamente en cuanto a 

su alcance y valor probatorio, sin embargo, con la misma se 

acredita que la parte actora es la poseedora del inmueble 

donde se presta el servicio de suministro de energía eléctrica, 

por ende, le resulta el carácter de usuaria final del servicio 
de energía eléctrica derivado del contrato de 
arrendamiento. 

Bajo ese contexto, la parte accionante tiene 

legitimación para comparecer a ejercer los derechos materia 

de la presente Litis.

Sirve de apoyo, el criterio jurisprudencial 1a./J. 

26/2025 (11a.), publicado en la página 316, Libro 49, mayo 

de 2025, Tomo III, Volumen 1, materia administrativa, de la 
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Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

correspondiente a la Undécima Época, registro 2030443, de 

rubro y texto siguientes: 

“USUARIO FINAL DEL SUMINISTRO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA. SEA PROPIETARIO O 
NO DEL INMUEBLE EN QUE LA RECIBE, 
ESTÁ LEGITIMADO PARA IMPUGNAR LOS 
AJUSTES DE FACTURACIÓN, AUN CUANDO 
NO HAYA SIDO QUIEN SUSCRIBIÓ EL 
CONTRATO DE ADHESIÓN RESPECTIVO.

Hechos: Los tribunales contendientes 
sostuvieron criterios distintos en cuanto a la 
legitimación de un usuario final del servicio de 
energía eléctrica para impugnar un ajuste de 
facturación en los casos en que esa persona no 
haya sido quien firmó el contrato de adhesión 
respectivo. Uno de ellos sostuvo que solamente 
la parte que firmó el acuerdo de voluntades al 
solicitar el suministro es quien está legitimado 
para inconformarse, ya que se trata de una de las 
partes del contrato. El otro, en cambio, sostuvo 
que si el propietario del inmueble en que se 
recibe el suministro es el usuario final, 
consumidor y responsable de facto del pago de 
ese servicio sí está legitimado para impugnar los 
ajustes de facturación, toda vez que es quien se 
podría ver afectado en sus derechos, aun cuando 
no fue parte en el referido contrato.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el usuario final del suministro de 
energía eléctrica sí está legitimado para impugnar 
los ajustes de facturación, aun cuando no haya 
sido quien firmó el contrato de adhesión 
respectivo, independientemente de que esa 
persona sea propietaria o no del bien inmueble en 
que se reciba el suministro.

Justificación: La legislación aplicable en 
materia de suministro de energía eléctrica no 
prevé los casos en que la persona que firmó el 
contrato de adhesión para solicitar el servicio deja 
de ser quien la consume para uso propio. Sin 
embargo, tanto la Ley de la Industria Eléctrica 
como su Reglamento y las Disposiciones 
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Administrativas de Carácter General que 
Establecen las Condiciones Generales para la 
Prestación del Suministro Eléctrico protegen el 
derecho de los usuarios finales de defenderse de 
los actos de autoridades y de los suministradores 
que estimen contrarios a sus intereses.

Por ende, el usuario final, como persona 
que consume para beneficio propio y paga el 
servicio de energía eléctrica, sí está legitimada 
para acudir a los órganos jurisdiccionales a 
defender los derechos que estime violados, aun 
cuando no sea la persona que firmó el acuerdo 
de voluntades por virtud del cual se solicitó el 
suministro en un inmueble o domicilio 
determinado e independientemente de que sea 
propietaria o no del bien inmueble en que se 
recibe el servicio.

Esto es así, toda vez que ese usuario final 
del suministro de la energía eléctrica es quien 
podría ver afectados sus derechos en caso de 
que se le incrementen las tarifas o se le suspenda 
el servicio. Estimar lo contrario significaría dejarlo 
en estado de indefensión, toda vez que se vería 
obligado a pagar la cantidad determinada por el 
suministrador en un ajuste de facturación, aunque 
lo considere incorrecto, para evitar la suspensión 
del servicio, pero sin poder inconformarse con 
ella al no ser parte del contrato de adhesión 
respectivo.”

Por otro lado, la parte demandada ******** ******* 

** ************* compareció a juicio por conducto de su 

apoderada legal  ***** *** ******* ******** *******, 

personalidad que se le tuvo por reconocida en auto de ocho 

de septiembre de dos mil veintiséis, quien además, también 

está legitimada en términos del citado precepto legal 1056 de 

la ley de la materia, al ser ésta de quien se demanda la 

prestación primigenia, tal como se establece en las fracciones 

VII, VIII, XVII y XX, artículo 34 del Estatuto Orgánico 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de 

enero de dos mil dieciocho, quien actualmente es la empresa 

pública del Estado subrogatoria de aquellas en todos sus 
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derechos y obligaciones, conforme al artículo tercero 

transitorio de la Ley de la Empresa Pública del Estado, 

Comisión Federal de Electricidad, publicada el dieciocho de 

marzo de este año en el Diario oficial de la Federación; 

personalidad que se le tuvo por reconocida en términos del 

instrumento notarial que se adjuntó al escrito de contestación.

Aunado a ello, de acuerdo con los artículos décimo 

segundo y décimo tercero de la Ley de la Empresa Pública 

del Estado,  ******** ******* ** ************, los juicios 

iniciados con anterioridad deben continuar hasta su 

conclusión, y la comisión continúa representada por los 

apoderados de la empresas subsidiarias extinguidas, pues 

dichos poderes se entiende otorgados por ella; sin perjuicio 

del derecho que tiene para apersonarse por conducto de la 

unidad administrativa que las sustituya en sus funciones.

CUARTO. Litis. Del análisis del escrito de demanda, 

se advierte que la materia de la Litis en el presente asunto se 

constriñe a determinar si resulta procedente decretar la 

extinción del derecho de cobro de los consumos facturados y 

no pagados del periodo de marzo de dos mil diecisiete a 

mayo de dos mil veinticuatro, del servicio de energía eléctrica 

con número de Registro Permanente de Usuario (RPU)  

************* que asciende al monto de $********* 

*****
**** * 
***** 
*** 
*****
*****
* 
*****
** * 
***** 
*** 

******; así como la reinstalación definitiva del servicio, la 

cancelación del cobro en el sistema comercial y el pago de 

gastos y costas. 
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constitutivos de la acción o prosperar las excepciones y 

defensas opuestas.

QUINTO. Estudio de la acción. Una vez establecida 

la litis en el negocio jurídico que nos ocupa, se procede al 

estudio de la acción hecha valer por la parte actora. Por lo 

que en el caso, la acción se sustenta en la actualización de la 

figura jurídica de la prescripción, la cual se encuentra definida 

tanto en el Código Civil Federal, como por la doctrina, como 

un medio de adquirir bienes o de librarse de obligaciones, 

mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo las 

condiciones establecidas por la ley aplicable. 

En este asunto deben acreditarse los elementos 

constitutivos de la acción de prescripción ejercida por la parte 

actora, consistentes en:

a) La existencia de una obligación exigible.

 b) El abandono del derecho a exigir dicha 
obligación, derivado de la impasibilidad o la inercia (no 
hacer) del acreedor. 

c) Que dicha inacción se produzca durante el plazo 
que marca la ley desde su exigibilidad, sin que se haya 
solicitado judicialmente su pago.

Cabe acotar que en relación con las cargas 

probatorias en este tipo de juicios, debe atenderse al 

contenido de los artículos 1194, 1195 y 1196 del Código de 

Comercio, que disponen:

 “Artículo 1194. El que afirma está obligado 
a probar. En consecuencia, el actor debe probar su 
acción y el reo sus excepciones.”

 “Artículo 1195. El que niega no está 
obligado a probar, sino en el caso en que su 
negación envuelva afirmación expresa de un 
hecho.”
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 “Artículo 1196. También está obligado a 
probar el que niega, cuando al hacerlo desconoce la 
presunción legal que tiene a su favor el colitigante.” 

Dispositivos de los cuales se colige que, por regla 

general, es a la parte actora a quien corresponde demostrar 

su acción, y a la parte demandada sus excepciones.

 Establecido lo anterior, se procede al estudio de los 

elementos de la acción ya descritos. 

PRIMER ELEMENTO.

En el juicio que se analiza, se encuentra debidamente 

acreditado el primer elemento de la acción, consistente en la 

existencia de una obligación exigible, pues obra en autos 

el recibo de suministro de servicio de energía eléctrica del 

periodo facturado del veintiséis de marzo al veintisiete de 

mayo de dos mil veintiséis, del número de servicio 

************, registrado a nombre de ********** * ******* 

en el que se advierte la existencia de la obligación de pago a 

cargo del servicio por el consumo de energía eléctrica y por 

ende, su exigibilidad en favor de la parte demandada 

******** ******* ** ************.

Documental que si bien fue objetada en cuanto a su 

alcance y valor probatorio no lo fue en cuanto a su 

autenticidad, por lo que, surte efectos con valor indiciario la 

cual analizada con el conjunto de pruebas ofrecidas por la 

parte actora logra acreditar la existencia de la relación 

contractual.

Lo que se concatena con la propia manifestación de la 

enjuiciada, quien por conducto de su apoderada legal, al dar 

contestación a la demanda, concretamente en el capítulo de 

prestaciones, inciso A), refirió que es improcedente el 
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reclamo de la actora, en virtud que de la consulta efectuada 

en la base de datos de los sistemas informáticos, con los que 

cuenta  ******** ******* ** ************, se desprende 

que la parte actora presenta adeudos por suministro de 

energía por el importe de  ********** ******** * ** *** 

*********** ****** ***** ****** ****** ********** * por el 
periodo comprendido de abril del 2017 a Julio del 2026”; 

manifestaciones que equivalen a una confesión expresa en 

términos del artículo 1212 del Código de Comercio.

Confesión judicial a cargo de la parte demandada, a la 

que se concede valor probatorio pleno en términos de los 

artículos 1287, 1289 y 1290 del Código de Comercio, de la 

que se obtuvo que ésta reconoció la existencia de la 

obligación exigible, consistente en el consumo de energía 

eléctrica facturada y no pagada, donde precisó el monto del 

adeudo.

Resulta aplicable la tesis I.8o.C.122 C del Octavo 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 

consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo V, Abril de 1997, página 270, 

con registro 198987, del rubro y texto siguientes:

“PRUEBA CONFESIONAL. SU EFICACIA 
PROBATORIA. La prueba confesional sólo tiene 
eficacia probatoria en contra de la parte 
absolvente, cuando la misma acepta un hecho que 
le perjudica; y en contra de la parte oferente, 
cuando ésta al articular posiciones realiza 
afirmaciones que perjudican a sus propios 
intereses.”

Así como la tesis I.1o.T. J/34 del Primer Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 

consultable en la Novena Época del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, página 
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669, con registro 196523, de epígrafe y contenido siguientes:

“PRUEBA CONFESIONAL. ALCANZA PLENO 
VALOR CUANDO ES CLARA Y PRECISA. Si 
bien es cierto que la prueba confesional puede 
decidir una controversia y ser bastante para 
resolverla, haciendo inútil el estudio de otros 
medios de convicción, esto sólo es admisible 
cuando la confesión es expresa, clara y 
perfectamente referida a los términos de la 
controversia, de manera que, sin lugar a dudas, 
implique el reconocimiento de la pretensión o bien 
de la excepción opuesta.”

Aunado a lo anterior, se cuenta con el historial de 

consumos del servicio  ************, exhibida por la parte 

demandada, el cual revela los consumos de energía 
eléctrica, facturados y no pagados; pieza documental que 

adquieren valor probatorio pleno de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 1238, 1241, 1296 y 1298 del 

Código de Comercio, por haber sido presentadas en el juicio 

y no ser objetadas en cuanto a su autenticidad; útil para tener 

por acreditada la existencia de una obligación exigible. 

En mérito de lo anterior, se encuentra acreditado el 

primero de los elementos de la acción.

SEGUNDO Y TERCER ELEMENTO.

Los elementos consistentes en el abandono del 

derecho a exigir dicha obligación, derivado de la impasibilidad 

o la inercia (no hacer) del acreedor y que dicha inacción se 

produzca durante el plazo que marca la ley desde su 

exigibilidad, sin que se haya solicitado judicialmente su pago, 

se encuentran debidamente acreditados en juicio. 

Ello se estima así, toda vez que la parte actora hace 

valer su pretensión con fundamento en lo previsto en el punto 

16, fracción X, de la Resolución por la que la Comisión 
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Reguladora de Energía, expide las disposiciones 

administrativas de carácter general que establecen las 

condiciones generales para la prestación del suministro 

eléctrico, del texto siguiente: 

“X. El Suministrador de Servicios Básicos sólo 
podrá cobrar consumos de energía no 
Facturados, o Facturados y no pagados, hasta 
dos años después de realizados dichos 
consumos. Las quejas y solicitudes de los 
Usuarios Finales no tendrán fecha de 
caducidad.” 

Así, de la lectura a la fracción del punto anterior, se 

desprende que el Suministrador de Servicios Básicos sólo 

puede cobrar consumos de energía facturados y no pagados, 

como el que se demanda en el caso, hasta dos años después 

de realizados dichos consumos.

Por tanto, debe estarse a lo dispuesto por el 

ordenamiento referido, al ser la ley especial que regula los 

plazos y las consecuencias de los cobros facturados y no 

pagados por los usuarios del servicio de suministro de 

energía eléctrica, ello aunado a que en el punto cuarto de la 

mencionada resolución, se establece lo siguiente: “Respecto 

a lo no previsto en las presentes disposiciones, continuarán 

rigiéndose en los términos establecidos en la Ley del Servicio 

Público de Energía Eléctrica y las disposiciones emanadas de 

la misma, y en lo que no se oponga a lo anterior, por lo 

dispuesto en la Ley de la Industria Eléctrica”.

En este contexto, la figura jurídica de la prescripción 

se actualiza cuando el suministrador no ejerce sus facultades 

de cobro en el plazo previsto en la referida porción normativa, 

ya que en la prescripción, el interés protegido es el interés 

público de que los derechos se ejerzan. Por ese motivo, la 

inactividad en que al respecto incurra su titular no debe 
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exceder de determinado plazo, pues si el tiempo fijado por la 

ley se cumple, surge a favor del sujeto pasivo de la relación 

jurídica, el derecho de disponer de lo que le corresponde, 

como resultado de la inercia de dicho titular.

Ciertamente, la prescripción es la adquisición de un 

derecho o su pérdida por el solo transcurso del tiempo. En 

efecto se habla de prescripción positiva cuando se adquieren 

derechos por el solo transcurso del tiempo, en donde una 

determinada persona al cumplir las exigencias establecidas 

por la ley adquiere ciertos derechos.

En cambio la prescripción negativa se da por el 

abandono del ejercicio de un derecho en determinado tiempo.

En el caso en particular el punto 16, fracción X, de la 

Resolución por la que la Comisión Reguladora de Energía 

expide las disposiciones administrativas de carácter general 

que establecen las condiciones generales para la prestación 

del suministro eléctrico, establece un plazo máximo para 

ejercer la acción de cobro, señalando que sólo podrá cobrar 

consumos hasta dos años después de realizados, lo que 

implica que después de ese plazo ya no podrán efectuarse. 

Luego, es inconcuso que la parte demandada sólo cuenta 

con el lapso de dos años para ejercer sus facultades de cobro 

en contra de los usuarios de servicio de energía eléctrica, sea 

que no se haya facturado el suministro o que habiéndolo 

hecho, el usuario no lo hubiere pagado, plazo que deberá 

computarse a partir de la última fecha de facturación, pues es 

ésta en la que se entiende se efectuó el consumo de la 

energía eléctrica, ya que posterior a ello, conforme a la propia 

legislación que rige al suministrador de servicios básicos, el 

suministro se suspende. 
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En ese orden de ideas, es menester mencionar que 

del recibo de suministro de servicio de energía eléctrica 

exhibido por la parte actora, previamente valorado, se 

advierte que fue emitido por la parte demandada, por  

facturación por los periodos comprendidos del veintiséis de 

marzo de dos mil veintiséis al veintisiete de mayo del mismo 

año, por concepto del cobro de energía eléctrica consumida 

en el domicilio que habita la accionante, advirtiendo además 

que hace referencia a “Adeudos Anteriores: $*********”, 

respecto de periodos anteriores a la fecha de la presentación 

de la demanda; aunado a ello, también se cuenta con el 

“Historial de facturación” relacionado con número de Registro 

Permanente de Usuario (RPU)  ************* documento 

que ya fue valorado y del que es evidente la facturación de 

concepto de consumo de energía eléctrica consumida y no 

pagada, desde el año dos mil diecisiete, lo que se concatena 

con la propia manifestación de  ******** ******* ** 

************, por conducto de su apoderada legal, en el que 

refiere que de la consulta realizada en la base de datos de los 

sistemas informáticos con que cuenta, se desprende que la 

cantidad de $********* ********* * ***** *** *********** 

******* * ***** *** ******, se debe al consumo del servicio 

de energía eléctrica en el inmueble de la parte actora por 

concepto de facturación normal, que el importe de facturación 

de  ********** ******** * ** *** *********** ****** ***** 

*******, corresponde al periodo comprendido de abril de dos 
mil diecisiete a julio de dos mil veintiséis.  

En este contexto, resulta inconcuso que la enjuiciada 

ha sido omisa en efectuar las gestiones de cobranza 

tendientes a obtener el pago de ese adeudo y al no haberlo 

hecho así dentro del plazo de dos años que marcan las 

disposiciones administrativas de carácter general que 
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establecen las condiciones generales para la prestación del 

suministro eléctrico vigentes al momento de su emisión, sus 

facultades de cobro se encuentran prescritas, puesto que su 

derecho concluyó por lo menos en mayo de dos mil veintiséis.

Con lo anterior, se pone en evidencia que conforme al 

historial exhibido por la enjuiciada, el adeudo por concepto de 

consumos facturados y no pagados, corresponde al monto de 

$********* ********* * **** *** *********** ******* * 

***** ***** ****** ****** ********** cantidad que se 

generó desde abril dos mil diecisiete, por lo que a la fecha de 

presentación de la demanda –siete de agosto de dos mil 

veintiséis–, ha transcurrió en exceso el plazo de dos años 

para que la parte demandada ejerciera su derecho de cobro 

respecto de los adeudos anteriores al bimestre de mayo de 

dos mil veinticuatro, por la cantidad de $********* ********* 

* **** *** 
*********** ******* * 
***** ***** ****** 
****** *********; lo que implica el abandono de su 

derecho a exigir dicha obligación durante el plazo que marca 

la ley desde su exigibilidad, sin que se haya solicitado 

judicialmente su pago.
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灯獰愀杯  灲敳敮瑡摯  灯爠 *** Suministrador de Servicios 

Básicos y su Anexo único publicado en el Diario Oficial de la 

Federación, el siete de septiembre de dos mil veintiuno, la 

resolución número ************, de veintinueve de julio de 

dos mil veintiuno, de la Comisión Reguladora de Energía, por 

la que aprueba el modelo de contrato mercantil para la 

prestación del servicio de suministro básico de energía 
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eléctrica en baja tensión en la modalidad de pospago 

presentado por *** ************* ** ********* ******* y su 

Anexo Único, publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el siete de septiembre de dos mil veintiuno; el Acuerdo de 

Creación de la Empresa Productiva Subsidiaria  *** 

************ de la ******** ******* ** ************  de 

veintinueve de marzo de dos mil dieciséis, publicada en el 

Diario Oficial de la Federal; el Acuerdo de  ******** ** ** 

******* ********** *********** *** ************* ** 

********* ******* ** ** ******** ******* ** 
************ de veintinueve de marzo de dos mil dieciséis, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación; la presuncional legal y 

humana e instrumental de actuaciones; empero, de su 

desahogo, no se advierte algún dato que permita a este 

juzgado arribar a la conclusión de que aún no se encuentra 

prescrito su derecho para reclamar el cobro del consumo de 

energía eléctrica materia de la litis.

Lo anterior se estima así, ya que para controvertir la 

procedencia de la acción intentada en su contra, la 

demandada tenía que demostrar que el término de la 

prescripción fue interrumpido bajo alguno de los supuestos 

contemplados en el artículo 1041 del Código de Comercio, a 

saber: por la presentación de una demanda o cualquier otro 

género de interpelación judicial hecha al deudor, por el 

reconocimiento de las obligaciones, o por la renovación del 

documento en que funda su derecho. 

Sin embargo, de los medios de prueba aportados por 

la demandada, no es posible tener por acreditado que, previo 

a la presentación de la demanda, existió el reconocimiento de 

las obligaciones a su cargo, alguna interpelación judicial o un 

procedimiento jurisdiccional en contra de la parte actora, con 

motivo de los consumos de energía eléctrica materia de la 
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litis, o bien, la renovación o modificación del adeudo que por 

ese concepto tiene con la parte demandada.  

Respecto de las pruebas presuncional legal y humana 

e instrumental de actuaciones, aún valoradas en su conjunto, 

en términos de lo dispuesto por los artículos 1294 y 1305 del 

Código de Comercio, no son suficientes para tener por 

acreditadas las manifestaciones de la parte enjuiciada, pues 

de ellas no se advierte algún medio de prueba o inferencia en 

autos, que beneficie a sus intereses; por el contrario, se 

cuenta con el resultado de las pruebas ofrecidas por su 

contraparte, de cuyo desahogo se desprende la actualización 

de la figura jurídica de la prescripción, ante el abandono de la 

parte demandada de su derecho a exigir por la vía judicial el 

cobro respecto de los consumos de energía eléctrica materia 

de la litis.

SEXTO. Estudio de las excepciones planteadas por 
la demandada. Al haberse concluido que la parte actora 

colmó los elementos de su acción, lo procedente es analizar 

las excepciones opuestas por la demandada, a efecto de 

determinar si con alguna de ellas destruye la acción intentada 

por la accionante.

En el caso, la parte demandada opuso como 

excepciones y defensas las siguientes:

1. Excepción falta de acción y de derecho de la 
parte actora al no demostrarse la ilicitud del cobro que 
reclama su inexistencia y/o nulidad. Ello bajo el argumento 

de que las disposiciones que rigen el cobro de suministro de 

energía eléctrica, es el "MODELO DE CONTRATO 

MERCANTIL PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE 

SIMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN BAJA TENSIÓN 
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EN LA MODALIDAD DE POSPAGO", PUBLICADO EL 7 DE 

SEPTIEMBRE DE 2021 EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN, porque fue emitido por autoridad competente, 

conforme a las respectivas normas de la Ley de la Industria 

Eléctrica y su Reglamento, y en el cuarto punto resolutivo de 

la resolución número  ************ , de la Comisión 

Reguladora de Energía, se determinó que el modelo de 

contrato a que se hace referencia en el primer punto 

resolutivo de dicha resolución, será aplicable a todos los 

usuarios de suministro básico, a partir del siguiente de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación por la CFE 

SSB, lo cual ocurrió el siete de septiembre de dos mil 

veintiuno; en este sentido, debe de considerarse que el 

reclamado (demanda) realizado por la parte actora, es 

notoriamente deficiente; sin que existe la posibilidad de suplir 

la deficiencia de la queja, pues en materia mercantil opera el 

principio de estricto derecho.

2. La falta acreditación de los elementos de la 
acción ejercida (nulidad). Lo que hace consistir 

sustancialmente, en que la parte actora no cumplió con la 

carga probatoria de demostrar la supuesta ilegalidad, que 

únicamente se constriñó a señalar de manera directa que es 

ilegal facturación y cobro de la energía eléctrica consumida, 

por lo cual le corresponde a esta demostrar la supuesta 

ilegalidad de los actos; que no refirió causal alguna de 

nulidad fundada y operante, para llegar a la conclusión de 

que la facturación y cobro de la energía eléctrica se tilden de 

ilegales; que la demandada cumplió con los requisitos 

establecidos en el contrato de suministro y las leyes 

aplicables en la materia, por lo que resultan infundadas las 

causales de nulidad invocadas, por lo que al no acreditarse 

los elementos de la acción procede absolver a  ******** 
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******* ** *************  de todas y cada una de las 

prestaciones reclamadas.

3. La excepción mutatis libelus. Consistente en que 

no se permita a la actora ampliar o aclarar su demanda 

inicial, ni tampoco se le permita exhibir ningún otro 

documento con posterioridad, a excepción de las 

supervenientes, situación considerable al momento de 

resolver de fondo el presente asunto, pues resulta evidente 

que la hoy actora al momento de desahogar la vista, no se le 

permita referir novedosamente hechos, prestaciones y 

pruebas que no fueron consideradas ni planteadas en su 

escrito inicial de demanda, dejando con ello en completo 

estado de intensión a la demandada. 

4. La derivada del artículo 8 fracción III del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. Lo que hace consistir 

en el sentido de que el precepto dispone que no será 

condenado al pago de gastos y costas la demandada sino le 

es imputable la falta de composición voluntaria de la 

controversia, entendiéndose para la demandada tal situación 

cuando haya sido llamada a juicio sin necesidad, que en el 

caso, es clara la improcedencia de la acción de la actora y en 

consecuencia  ******** ******* ** ************* fue 

llamada al presente juicio sin necesidad, por lo que por lo que 

se le debe absolver del pago de gastos y costas. 

5. La derivada del artículo 1194 del Código de 
Comercio y 81 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles. Bajo el contexto de que el actor debe probar los 

hechos constitutivos de su acción y que como se aprecia de 

su escrito de demanda, la actora se limita a realizar 

manifestaciones unilaterales y subjetivas sin demostrar de 

ninguna forma la procedencia de sus reclamos, por lo que, al 
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no acreditarse de ninguna manera su acción, precede que se 

absuelva a ******** ******* ** ************, del pago de 

las prestaciones que se le reclaman.

6. Improcedencia de la acción de nulidad absoluta 
cuando los actos tienen origen contractual. Lo que hace 

consistir en que no es procedente el ejercicio de una acción 

de nulidad absoluta de actos contractuales cuando estos 

tienen su regulación en un pacto contractual, pues en todo 

caso, lo procedente es demandar la observancia de las 

estipulaciones contractuales que los prevén y regulan o la 

rescisión del vínculo contractual, más no es viable demandar 

la nulidad de dichos actos como si fueran aislados y no 

derivados de estipulaciones contractuales, dado que las 

normas individualizadas contractuales se vuelven la norma 

especial a observar y las consecuencias de su inobservancia 

son las que en la propia convención se hayan establecido por 

los contratantes.

7. La defensa sine actione agis. Sustentada en la 

negativa expresa de los hechos. 

8. La obscuridad de la demanda. Bajo el argumento 

de que la parte actora narro deficientemente los hechos de su 

demanda, sin expresar circunstancias de modo, tiempo y 

lugar, siendo notoriamente ambigua la narración de los 

hechos, y en consecuencia, este juzgado en apego a lo 

establecido por el artículo 1390 Bis 12 del Código de 

Comercio, debe considerar que la demanda intentada por la 

parte actora es obscura o irregular, al no cumplir con uno de 

los requisitos que señala el artículo 1390 Bis 11 fracción II del 

mismo Código. 
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9. La derivada del artículo 1194 del Código de 
Comercio y 81 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles. Que establece que el actor debe probar los hechos 

constitutivos de su acción, que de la simple lectura de la 

demanda, la parte actora se limitan a realizar manifestaciones 

unilaterales y subjetivas sin demostrar de ninguna forma la 

procedencia de sus reclamos. 

10. La deducida del artículo 20 del Código Civil 
Federal. En la que se establece "que la controversia se 

decidirá a favor del que trate de evitarse perjuicio y no a favor 

del que pretenda obtener un lucro", que de las prestaciones 

reclamadas por el actor, se advierte la clara intención de 

evadir un pago, conservando además el beneficio económico 

que obtuvo indebidamente con el uso de energía eléctrica 

que ya Ie fue suministrado, al resultar evidente que pretende 

deslindarse de la responsabilidad que Ie corresponde de 

acuerdo con lo establecido en el contrato y disposiciones 

legales, beneficiándose con el suministro de energía sin 

pagar por lo que corresponde, sin derecho alguno para ello y 

en contravención a lo establecido en el contrato.  

11. Excepción de pacta sunt servanda. La que hace 

consistir en que las partes deben estar a las obligaciones 

establecidas en el contrato base de la acción, entre las cuales 

se encuentra la de pagar el consumo de suministro de 

energía eléctrica, aun si se ha consumido sin que se registre 

a través del equipo de medición, así como la de permitir la 

revisión del equipo de medición para revisar su exactitud, y 

los casos en que se procederá a la suspensión del servicio, 

inclusive sin necesidad de intervención previa de autoridad, 

tal y como se consigna en el contrato de suministro. Es así, 

que si en las cláusulas Novena y Décima Cuarta del modelo 

de contrato, están previstos los supuestos de revisión 
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periódica de la exactitud del equipo de medición, de los 

ajustes a la facturación, de la suspensión del servicio de 

energía eléctrica, la resolución que se emita en este juicio 

debe considerar que la parte actora debe estarse a lo 

pactado en el contrato de medición no podía registrar la 

totalidad de la energía y que da lugar al pago consumida y no 

facturada en su momento, lo cual está expresamente previsto 

en la Décima Cuarta del contrato, así como la forma de 

cuantificar el consumo, por lo razón para que se declare la 

nulidad del ajuste. 

12. La de inaplicabilidad del artículo 1084 del 
Código de Comercio. Bajo el argumento de que no existe 

razón legal alguna para solicitar Ia condena en costas en 

contra de  ******** ******* ** ************ y menos aún 

para que se Ie condene, pues la misma no ha dado lugar a la 

presentación de la infundada demanda que se contesta. 

13. La derivada del artículo 8 fracción III, del 
Código Federal de Procedimientos Civiles. Lo que hace 

consistir, en esencia, en no será condenado al pago de 

gastos y costas la demandada, si no le es imputable la falta 

de composición voluntaria de la controversia, entendiéndose 

para la demandada tal situación cuando haya sido llamada a 

juicio sin necesidad, por lo que procede que en el momento 

procesal oportuno se absuelva a  ******** ******* ** 

************, del pago de gastos y costas. 

14. La falta de acreditación de los elementos de la 
acción ejercida. Bajo el argumento de que la intención del 

accionante es la cancelación del adeudo sin que se mencione 

motivos, ni fundamentos en que se sustente tal prestación.
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En este contexto, conviene destacar que para acreditar 

sus excepciones, en la audiencia preliminar le fueron 

admitidas a la parte demandada las pruebas analizadas en el 

considerando anterior, las cuales resultaron insuficientes para 

desvirtuar la acción intentada en su contra y, por tanto, 

también son insuficientes para acreditar las manifestaciones 

de la parte demandada.

En primer término, cabe mencionar que respecto a la 

excepción identificada con el número “8”, obscuridad de la 
demanda, la misma se declaró infundada en la audiencia 

preliminar, cuya integridad obra videograbada a la que se 

hace remisión en obvio de repeticiones.

Sirve de apoyo a lo anterior, por las razones que se 

exponen, la jurisprudencia 1a./J. 133/2004, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta. Novena Época, Tomo XXI, Enero de 2005, página 

257, de rubro y texto siguiente: 

“OSCURIDAD DE LA DEMANDA. 
IMPLÍCITAMENTE SE PREVÉ COMO UNA 
EXCEPCIÓN DILATORIA EN LA FRACCIÓN VIII 
DEL ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
AGUASCALIENTES. De los artículos 34 y 37 del 
Código de Procedimientos Civiles de dicha 
entidad federativa, se advierte una distinción 
expresa entre las excepciones dilatorias y las 
perentorias, pues el numeral primeramente citado 
contiene una clasificación meramente 
ejemplificativa, y no limitativa de las excepciones 
dilatorias, en tanto que su fracción VIII alude a las 
que en general, sin atacar en su fondo la acción 
deducida, tienden a impedir legalmente el 
procedimiento; mientras que el referido artículo 
37 no ejemplifica las excepciones perentorias. 
Ahora bien, como la terminología procesal da a 
todas las actividades desarrolladas por el 
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demandado para defenderse y para pedir el 
rechazamiento de la demanda, la denominación 
genérica de excepciones que con significado 
amplísimo equivale al de defensas, resulta 
indiscutible que la excepción de oscuridad de la 
demanda, también conocida como defecto legal 
en el modo de proponerla, debe considerarse 
dentro de las referidas en la fracción VIII del 
artículo 34 del ordenamiento mencionado. Sin 
que obste la circunstancia de que el artículo 225 
de la indicada codificación procesal imponga al 
Juez el deber de mandar aclarar la demanda 
cuando advierta que es oscura o irregular, 
concretamente cuando le falten los requisitos 
señalados en los artículos 223 y 224, pues ello no 
impide que el demandado pueda fundar su 
demanda de desestimación o excepciones en las 
mismas razones que también podrían 
considerarse de oficio por el Juez.”  

Por cuanto hace a las excepciones identificadas con 

los números “1”, “5”, “7”, “9” y “14”, atinentes a la falta de 
acción y de derecho, la defensa sine actione agis, la 
derivada del artículo 1194 del Código de Comercio y la 
falta de acreditación de los elementos de la acción 
ejercida, las que se sustenta en la negativa a los hechos 

narrados por la parte actora, así como que el accionante no 

acreditó los hechos de su acción, ni aporta prueba alguna 

para justificar sus pretensiones y que la actora realiza 

manifestaciones unilaterales y subjetivas sin demostrar sus 

reclamos, deviene infundadas, dado que las mismas se 

traducen en una simple negación del derecho que le asiste a 

la parte actora para reclamarles las prestaciones que les 

demanda; esto es, una defensa consistente en arrojar la 

carga de la prueba a la parte actora, circunstancia que ya se 

fue materia de análisis en el considerando anterior, en la que 

se tuvieron por acreditados los elementos de la acción 

intentada. 
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Así lo establece la jurisprudencia emitida por el 

Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, de la Octava 

Época, tomo 54, junio de 1992, Página 62, registro 219050, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación, de 

rubro y texto: 

“SINE ACTIONE AGIS. La defensa de carencia de 
acción o sine actione agis, no constituye 
propiamente hablando una excepción, pues la 
excepción es una defensa que hace valer el 
demandado, para retardar el curso de la acción o 
para destruirla, y la alegación de que el actor carece 
de acción, no entra dentro de esa división. Sine 
actione agis no es otra cosa que la simple negación 
del derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico, 
solamente puede consistir en el que generalmente 
produce la negación de la demanda, o sea, el de 
arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obligar 
al juez a examinar todos los elementos constitutivos 
de la acción.”

Además, con el material probatorio que aportó la parte 

demandada a juicio, no logró desvirtuar la acción intentada en 

su contra, incumpliendo con su carga probatoria, en términos 

de lo que disponen los artículos 1194 y 1195 del Código de 

Comercio.

En efecto, la parte demandada no logró demostrar en 

el presente controvertido que realizó las gestiones para lograr 

el cobro de los consumos de energía eléctrica materia de la 

litis, dentro del plazo de dos años que le impone la 

Resolución por la que la Comisión Reguladora de Energía 

expide las disposiciones administrativas de carácter general 

que establecen las condiciones generales para la prestación 

del suministro eléctrico, y por el contrario, lo que se encuentra 

demostrado en autos por la parte actora, es que transcurrió 

en exceso dicho plazo sin que la demandada hiciera exigible 

la obligación de pago, lo que implicó la prescripción de sus 

facultades para efectuar dicho cobro.
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Además cabe precisar que la circunstancia de que la 

acción de prescripción haya sido fundamentada en las 

disposiciones administrativas de carácter general que 

establecen las condiciones generales para la prestación del 

suministro eléctrico expedidas por la Comisión Reguladora de 

Energía mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el dieciocho de febrero de dos mil dieciséis, no 

otorga naturaleza administrativa a la pretensión del actor, ya 

que el punto uno de las referidas disposiciones 

administrativas de carácter general, denominado: “Del Objeto, 

Alcance, y Ámbito de Aplicación”, establece que el objeto de 

dicho ordenamiento consiste en establecer los derechos y 

obligaciones de los suministradores (en todas sus 

modalidades) y de los usuarios; asimismo, el punto dos, 

titulado: “Marco jurídico aplicable”, prevé como marco jurídico 

aplicable que los actos celebrados entre ambos, son 

mercantiles, de suerte que se rigen por el Código de 

Comercio, y en lo propio de modo supletorio, por las 

disposiciones del Código Civil Federal, el Código Federal de 

Procedimientos Civiles, la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, Ley Federal de Protección al Consumidor y 

demás disposiciones aplicables.

Luego, la aplicabilidad de las disposiciones 

administrativas en que se sustenta la acción se actualiza, 

debido a que en el cuerpo de la propia porción normativa, se 

establece que su objeto es establecer los derechos y 

obligaciones de los suministradores y usuarios del servicio de 

energía eléctrica, lo que se dilucida precisamente en el 

presente asunto.

Lo anterior aunado a que la parte demandada se 

encuentra obligada a ajustar sus actos a los ordenamientos 

administrativos y en el presente caso, como se destacó en el 
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apartado anterior, existe una disposición que limita su 

derecho de cobro al plazo de dos años después de realizados 

los consumos de energía eléctrica, por lo que debe 

considerarse el principio jurídico que establece que la ley 

especial abroga a la general, y en el caso, la legislación 

aplicable es la específica, lo que implica que si no hizo valer 

sus facultades de cobro para exigir el cumplimiento de la 

obligación dentro del término que las disposiciones 

administrativas aplicables le otorgan, deviene inconcuso 
que su derecho de acción para obtener el pago del 
consumo de energía materia de la litis, se encuentra 
prescrito.

Por lo que, si bien la parte demandada señala que 

para que opere la prescripción en el presente asunto debe 

transcurrir un plazo de diez años, acorde a lo establecido en 

el artículo 1047 del Código de Comercio, lo cierto es que al 

ser el citado código la ley general, no es la aplicable en el 

presente asunto, sino la ley especial consistente en la 

Resolución por la que la Comisión Reguladora de Energía 

expide las disposiciones administrativas de carácter general 

que establecen las condiciones generales para la prestación 

del suministro eléctrico.

De ahí que, no debe atenderse al texto del Código de 

Comercio, ya que el precepto en el que apoya su acción la 

parte actora no hace referencia a la figura de la prescripción, 

en virtud de que en primer lugar, se debe destacar que la ley 

no es un diccionario jurídico para precisar y explicar el 

significado de cada palabra que se contenga en su texto, sino 

que se debe atender a la intención plasmada en ella. La 

fracción X del artículo 16 de la resolución antes precisada, si 

bien es cierto no expresa propiamente la palabra 

“PRESCRIPCIÓN”, lo cierto es que en su contenido se señala 
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el plazo máximo dentro del cual el suministrador del servicio 

básico puede ejercer el cobro (hasta dos años). El cual 

transcurrió en exceso en el presente juicio, lo que equivale a 

la figura de la prescripción.

Así, la prescripción como se ha precisado es lo que 

equivale a la adquisición de un derecho o su pérdida por el 

solo transcurso del tiempo. En efecto se habla de 

prescripción positiva cuando se adquieren derechos por el 

solo transcurso del tiempo, en donde una determinada 

persona al cumplir las exigencias establecidas por la ley 

adquiere ciertos derechos.

En cambio la prescripción negativa se da por el 

abandono del ejercicio de un derecho en determinado tiempo. 

En el caso en particular el ordenamiento legal aludido 

establece un plazo máximo para ejercer la acción de cobro, 

señalando que sólo podrá cobrar consumos hasta dos años 
después de realizados, lo que implica que después de ese 

plazo ya no podrán realizarse, lo que aconteció en el caso 

puesto que no se realizó el cobro dentro de dicho lapso, lo 

que implica que se extinguió el derecho del suministrador por 

el solo transcurso del plazo máximo para ejercer el cobro y 

por lo tanto el beneficio de la prescripción en él contenido 

operó en favor del actor en el juicio, debiendo atender a la 

regla establecida en la ley especial que abroga a la general, 

como es la aplicación del artículo 1047 del Código de 

Comercio, que establece la prescripción de cuestión 

mercantiles hasta transcurrido el plazo de diez años.

Sirve de apoyo a lo considerado la jurisprudencia 

1a./J. 83/2004 sustentada por la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación publicada en la Novena Época 

del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
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XX, Octubre de 2004, página 170, con registro 180326, cuyo 

texto a la letra dice:

“LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO 
PUEDE DERIVAR EXCLUSIVAMENTE DE LA 
FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS VOCABLOS O 
LOCUCIONES UTILIZADOS POR EL 
LEGISLADOR. Es cierto que la claridad de las 
leyes constituye uno de los imperativos apremiantes 
y necesarios para evitar o disminuir su vaguedad, 
ambigüedad, confusión y contradicción; sin 
embargo, de un análisis integral de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se llega 
a la conclusión de que ninguno de los artículos que 
la componen establece, como requisito para el 
legislador ordinario, el que en cada uno de los 
ordenamientos secundarios -considerando también 
a los de la materia penal- defina los vocablos o 
locuciones ahí utilizados. Lo anterior es así, porque 
las leyes no son diccionarios y la exigencia de un 
requisito así, tornaría imposible la función 
legislativa, pues la redacción de las leyes en 
general se traduciría en una labor interminable y 
nada práctica, teniendo como consecuencia que no 
se cumpliera, de manera oportuna, con la finalidad 
que se persigue con dicha función. De ahí, que 
resulte incorrecto y, por tanto, inoperante, el 
argumento que afirme que una norma se aparta del 
texto de la Ley Fundamental, porque no defina los 
vocablos o locuciones utilizados, pues la 
contravención a ésta se debe basar en aspectos 
objetivos que generalmente son los principios 
consagrados en ella, ya sea prohibiendo una 
determinada acción de la autoridad en contra de los 
particulares gobernados y ordenando la forma en 
que deben conducirse en su función de gobierno. 
Además, del análisis de lo dispuesto por los 
artículos 94, párrafo séptimo y 72, inciso f), de la 
Carta Magna, se advierte el reconocimiento, por 
parte de nuestro sistema jurídico, de la necesidad 
de que existan métodos de interpretación jurídica 
que, con motivo de las imprecisiones y oscuridades 
que puedan afectar a las disposiciones legales, 
establezcan su sentido y alcance, pero no 
condiciona su validez al hecho de que sean claras 
en los términos que emplean.”
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De igual manera cobra vigencia la tesis I.4o.C.220 C 

sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Primer Circuito, publicada en la Novena Época del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XXXI, Febrero de 2010, página 2788, con registro digital 

165344, del contenido siguiente:

“ANTINOMIAS O CONFLICTOS DE LEYES. 
CRITERIOS DE SOLUCIÓN. La antinomia es la 
situación en que dos normas pertenecientes a un 
mismo sistema jurídico, que concurren en el ámbito 
temporal, espacial, personal y material de validez, 
atribuyen consecuencias jurídicas incompatibles 
entre sí a cierto supuesto fáctico, y esto impide su 
aplicación simultánea. Antes de declarar la 
existencia de una colisión normativa, el juzgador 
debe recurrir a la interpretación jurídica, con el 
propósito de evitarla o disolverla, pero si no se ve 
factibilidad de solucionar la cuestión de ese modo, 
los métodos o criterios tradicionales de solución de 
antinomias mediante la permanencia de una de 
ellas y la desaplicación de la otra, son tres: 1. 
criterio jerárquico (lex superior derogat legi inferiori), 
ante la colisión de normas provenientes de fuentes 
ordenadas de manera vertical o dispuestas en 
grados diversos en la jerarquía de las fuentes, la 
norma jerárquicamente inferior tiene la calidad de 
subordinada y, por tanto, debe ceder en los casos 
en que se oponga a la ley subordinante; 2. Criterio 
cronológico (lex posterior derogat legi priori), en 
caso de conflicto entre normas provenientes de 
fuentes jerárquicamente equiparadas, es decir, 
dispuestas sobre el mismo plano, la norma creada 
con anterioridad en el tiempo debe considerarse 
abrogada tácitamente, y por tanto, ceder ante la 
nueva; y, 3. Criterio de especialidad (lex specialis 
derogat legi generali), ante dos normas 
incompatibles, una general y la otra especial (o 
excepcional), prevalece la segunda, el criterio se 
sustenta en que la ley especial substrae una parte 
de la materia regida por la de mayor amplitud, para 
someterla a una reglamentación diversa (contraria o 
contradictoria). En la época contemporánea, la 
doctrina, la ley y la jurisprudencia han incrementado 
la lista con otros tres criterios. 4. Criterio de 
competencia, aplicable bajo las circunstancias 
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siguientes: a) que se produzca un conflicto entre 
normas provenientes de fuentes de tipo diverso; b) 
que entre las dos fuentes en cuestión no exista una 
relación jerárquica (por estar dispuestas sobre el 
mismo plano en la jerarquía de las fuentes), y c) 
que las relaciones entre las dos fuentes estén 
reguladas por otras normas jerárquicamente 
superiores, atribuyendo -y de esa forma, 
reservando- a cada una de ellas una diversa esfera 
material de competencia, de modo que cada una de 
las dos fuentes tenga la competencia exclusiva para 
regular una cierta materia. Este criterio guarda 
alguna semejanza con el criterio jerárquico, pero la 
relación de jerarquía no se establece entre las 
normas en conflicto, sino de ambas como 
subordinadas de una tercera; 5. Criterio de 
prevalencia, este mecanismo requiere 
necesariamente de una regla legal, donde se 
disponga que ante conflictos producidos entre 
normas válidas pertenecientes a subsistemas 
normativos distintos, debe prevalecer alguna de 
ellas en detrimento de la otra, independientemente 
de la jerarquía o especialidad de cada una; y, 6. 
Criterio de procedimiento, se inclina por la 
subsistencia de la norma, cuyo procedimiento 
legislativo de que surgió, se encuentra más 
apegado a los cánones y formalidades exigidas 
para su creación. Para determinar la aplicabilidad 
de cada uno de los criterios mencionados, resulta 
indispensable que no estén proscritos por el 
sistema de derecho positivo rector de la materia en 
el lugar, ni pugnen con alguno de sus principios 
esenciales. Si todavía ninguno de estos criterios 
soluciona el conflicto normativo, se debe recurrir a 
otros, siempre y cuando se apeguen a la objetividad 
y a la razón. En esta dirección, se encuentran los 
siguientes: 7. Inclinarse por la norma más favorable 
a la libertad de los sujetos involucrados en el 
asunto, por ejemplo, en el supuesto en que la 
contienda surge entre una norma imperativa o 
prohibitiva y otra permisiva, deberá prevalecer esta 
última. Este criterio se limita en el caso de una 
norma jurídica bilateral que impone obligaciones 
correlativas de derechos, entre dos sujetos, porque 
para uno una norma le puede ser más favorable, y 
la otra norma favorecerá más la libertad de la 
contraparte. Para este último supuesto, existe un 
diverso criterio: 8. En éste se debe decidir a cuál de 
los dos sujetos es más justo proteger o cuál de los 
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intereses en conflicto debe prevalecer; 9. Criterio en 
el cual se elige la norma que tutele mejor los 
intereses protegidos, de modo que se aplicará la 
que maximice la tutela de los intereses en juego, lo 
que se hace mediante un ejercicio de ponderación, 
el cual implica la existencia de valores o principios 
en colisión, y por tanto, requiere que las normas en 
conflicto tutelen o favorezcan al cumplimiento de 
valores o principios distintos; y, 10. Criterio basado 
en la distinción entre principios y reglas, para que 
prevalezca la norma que cumpla mejor con alguno o 
varios principios comunes a las reglas que estén en 
conflicto. Esta posición se explica sobre la base de 
que los principios son postulados que persiguen la 
realización de un fin, como expresión directa de los 
valores incorporados al sistema jurídico, mientras 
que las reglas son expresiones generales con 
menor grado de abstracción, con las que se busca 
la realización de los principios y valores que las 
informan; de manera que ante la discrepancia entre 
reglas tuteladas de los mismos valores, debe 
subsistir la que mejor salvaguarde a éste, por 
ejemplo si la colisión existe entre normas de 
carácter procesal, deberá resolverse a favor de la 
que tutele mejor los elementos del debido proceso 
legal.”

En otro aspecto, por lo que hace a la excepción 

identificada con el número “3”, consistente en mutatis 
libelus, resulta inatendible, puesto que la parte actora en 

ningún momento amplió o aclaró su demanda, así como 

tampoco exhibió documento alguno con posterioridad.

Al respecto cabe mencionar que de acuerdo con las 

formalidades del juicio oral mercantil, no es posible cambiar 

la demanda, ampliarla o modificarla una vez que se ha 

integrado la Litis, salvo que se trate de un hecho 

superviniente, lo cual no acontece en el asunto que se 

resuelve; de ahí lo infundado de lo que se afirma.

Por lo que se refiere a las excepciones identificadas 

con los números “2”, “6” y “11”, relativas la falta de 

acreditación de los elementos de la acción de nulidad 
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ejercida, las mismas resultan infundadas, toda vez que el 

caso concreto, la acción hecha valer por la parte actora, se 

funda en lo previsto en el punto 16, fracción X, de la 

Resolución por la que la Comisión Reguladora de Energía, 

expide las disposiciones administrativas de carácter general 

que establecen las condiciones generales para la prestación 

del suministro eléctrico, que establece que el Suministrador 

de Servicios Básicos sólo puede cobrar consumos de 

energía facturados y no pagados, como el que se demanda 

en el caso, hasta dos años después de realizados dichos 

consumos; no así en una cuestión de nulidad de revisión al 

equipo de medición y de ajustes a la facturación por 

consumo de energía eléctrica, como lo refiere la demandada.

Por lo que se refiere a la excepción identificada con el 

número “10”, deducida del artículo 20 del Código Civil 
Federal, a través de la cual, la enjuiciada refiere que la parte 

actora, pretende beneficiarse con la acción y en 

consecuencia obtener un lucro al cual no tiene derecho, la 

misma es infundada; toda vez, que como se precisó en líneas 

que anteceden, la parte demandada se encuentra obligada a 

ajustar sus actos a los ordenamientos administrativos, y en el 

presente caso, como se destacó en el apartado anterior, 

existe una disposición que limita su derecho de cobro al plazo 

de dos años después de realizados los consumos de energía 

eléctrica, por lo que debe considerarse el principio jurídico 

que establece que la ley especial abroga a la general, y en el 

caso, la legislación aplicable es la específica, lo que implica 

que si no hizo valer sus facultades de cobro para exigir el 

cumplimiento de la obligación dentro del término que las 

disposiciones administrativas aplicables le otorgan, deviene 

inconcuso que su derecho de acción para obtener el pago del 
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consumo de energía materia de la litis, se encuentra 

prescrito.

Respecto a las excepciones identificadas con los 

números “4”, “12” y “13”, atinentes a la improcedencia de la 

condena del pago de gastos y costas, se analizarán en el 

considerando correspondiente, ya que no está encaminada a 

desvirtuar la acción, sino únicamente las prestaciones 

accesorias que se reclaman.

SÉPTIMO. Procedencia de las prestaciones. Al no 

haber demostrado sus excepciones y defensas la parte 

demandada y encontrarse debidamente acreditada la acción 

ejercida por la parte actora, lo procedente es declarar la 

prescripción del cobro del consumo de energía eléctrica 

facturado y no pagado materia de la litis, y como 

consecuencia de lo anterior, condenar a la parte demandada 

a la cancelación en sus registros o archivos contables, 

electrónicos, históricos y en su sistema informático del cobro 

facturado y no ejecutado en tiempo que asciende a la 

cantidad de $********* ********* * **** *** *********** 

******* * ***** ***** ****** ****** ********** respecto 

de los bimestres anteriores a los periodos comprendidos a 

mayo de dos mil veinticuatro, del servicio de energía eléctrica 

registrado con el número  ************* cantidad que se 

desprende del historial de consumos del servicio 

************, exhibido por la parte demandada, el cual 

revela los consumos de energía eléctrica, facturados y no 
pagados ** ******* *** ** ******* ** ** ******** ****** 

***** ** *** *** ************* ; documental que en el 

considerando que antecede fue valorada y justipreciada*  en 
el entendido de que aquellos periodos que no fueron 
motivo de la acción; quedan intocados.
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Como consecuencia de lo anterior, la parte 

demandada deberá ordenar la cancelación, descargos y baja 

definitiva del sistema comercial de la demandada del cobro 

por la cantidad prescrita; y ante el evento de que se haya 

efectuado el corte del servicio de energía eléctrica, lleve a 

cabo su reinstalación, siempre que este derive de los 

consumos facturados y no pagados dentro del periodo de 

marzo de dos mil diecisiete a mayo de dos mil veinticuatro.

Condena que, con fundamento en los artículos 1078 y 

1408 del Código de Comercio, así como el diverso 222 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria, deberá llevar a cabo la parte demandada dentro 

del término de cinco días, contado a partir de que la presente 

resolución cause ejecutoria o sea legalmente ejecutable. 

OCTAVO. Costas. Cabe precisar, que el artículo 

1,084 del Código de Comercio, establece que debe 

condenarse costas en dos supuestos, a saber, cuando así lo 

prevenga la ley y cuando a juicio del juez se haya procedido 

con temeridad o mala fe, dicho numeral es del tenor 

siguiente:

“Artículo 1,084. La condenación en costas 
se hará cuando así lo prevenga la ley, o cuando a 
juicio del juez se haya procedido con temeridad o 
mala fe.

Siempre serán condenados:
I. El que ninguna prueba rinda para 

justificar su acción o su excepción, si se funda en 
hechos disputados;

II. El que presentase instrumentos o 
documentos falsos, o testigos falsos o 
sobornados;

III. El que fuese condenado en juicio 
ejecutivo y el que lo intente si no obtiene 
sentencia favorable. En este caso la condenación 
se hará en la primera instancia, observándose en 
la segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;
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IV. El que fuere condenado por dos 
sentencias conformes de toda conformidad en su 
parte resolutiva, sin tomar en cuenta la 
declaración sobre costas. En este caso, la 
condenación comprenderá las costas de ambas 
instancias, y

V. El que intente acciones o haga valer 
cualquier tipo de defensas o excepciones 
improcedentes o interponga recursos o incidentes 
de este tipo a quien no solamente se le 
condenará respecto de estas acciones, defensas, 
excepciones, recursos o incidentes 
improcedentes, sino de las excepciones 
procesales que sean inoperantes.”

En este caso, una vez examinadas todas las 

constancias que obran en el expediente del juicio oral 

mercantil en que se actúa no se advierte, que alguna de las 

partes haya procedido con temeridad o mala fe; de manera 

que no ha lugar a realizar la condena en costas con base en 

ese supuesto.

En consecuencia, procede examinar si alguna de las 

partes se colocó en otro de los supuestos concretos 

establecidos en las fracciones de la I a la V del artículo 1,084 

del Código de Comercio, en las que se establecen los casos 

en los que siempre se hará la condena en costas.

La hipótesis de la condena en costas prevista por la 

fracción I del artículo 1,084 del Código de Comercio, no se 

suerte porque el actor sí rindió pruebas para justificar su 

acción, mientras que la demandada, lo hizo para justificar sus 

excepciones.

No se actualiza el supuesto de la fracción II del artículo 

1,084 del Código de Comercio, porque no existe dato o 

elemento alguno en estos autos de que alguna de las partes 

haya presentado instrumentos o documentos falsos, testigos 
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falsos o sobornados; de ahí que no ha lugar a realizar la 

condena en costas con apoyo en el referido supuesto.

Del mismo modo, no opera la hipótesis de condena en 

costas establecida en la fracción III del artículo 1,084 del 

Código de Comercio, porque no se trata de un juicio ejecutivo 

mercantil, sino que lo que ahora se resuelve es un juicio oral 

mercantil.

Tampoco, se actualiza el supuesto de condena en 

costas previsto en la fracción IV del artículo 1084 del Código 

de Comercio, toda vez que como ahora se dicta la sentencia 

definitiva en un juicio oral mercantil, no se está en el caso de 

que alguna de las partes haya sido condenada por dos 

sentencias conformes de toda conformidad en su parte 

resolutiva; de manera que no procede realizar la condena en 

costas con base en el supuesto a que se ha hecho mérito.

Finalmente, la fracción V del artículo 1,084 del Código 

de Comercio establece, que siempre será condenando en 

costas, el que intente acciones o haga valer cualquier tipo de 

defensas o excepciones improcedentes o interponga recursos 

o incidentes de este tipo, a quien no solamente se le 

condenará respecto de estas acciones, defensas, 

excepciones, recursos o incidentes improcedentes, sino de 

las excepciones procesales que sean inoperantes.

En esa virtud, no procede a condenar en costas a las 

partes, ya que la acción principal de la demandada resultó 

procedente, mientras que la demandada dio contestación a la 

demanda instaurada en su contra y opusieron sus 

excepciones, mismas que hicieron posible el estudio de la 

cuestión planteada.

Acorde a lo antes expuesto, resultan fundadas las 
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excepciones que la enjuiciada con los números “4”, “12” y 

“13”, de su escrito de contestación de demanda, en las que 

alegó que no procedía la condena al pago de gastos y costas 

que demandó la parte actora.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y con apoyo 

en lo dispuesto por los artículos 1321, 1322, 1324, 1325, 

1326, 1327 y 1390 bis 39 del Código de Comercio, se,

RESUELVE:

PRIMERO. Ha sido procedente la vía oral mercantil, 

intentada, en la cual el actor ***** ****** ******, probó su 

acción; y la parte demandada  ******** ******* ** 

************* acreditó parcialmente sus excepciones y 

defensas.

SEGUNDO. Se declara la prescripción del cobro del 

consumo de energía eléctrica facturado y no pagado materia 

de la litis, lo que se encuentra precisado en la prestación 

identificada con el inciso “A” del escrito inicial de demanda.

TERCERO. Se condena a la parte demandada a la 

cancelación, descargo y baja definitiva del sistema comercial 

de  ******** ******* ** ************, del cobro de la 

cantidad de $********* ********* * **** *** *********** 

******* * ***** ***** ****** ****** ********** 

respecto; en su caso a la reinstalación del servicio de energía 

eléctrica con RPU  ************* siempre que esta derive 

de los consumos materia de la litis, en los términos 

precisados en el considerando séptimo de la presente 

resolución.

CUARTO. No se hace especial condena en relación 

con los gastos y costas generados en el presente juicio.
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Notifíquese esta resolución en términos de lo 
dispuesto en el artículo 1390 Bis 22 del Código de 
Comercio y publíquese en la lista únicamente para 
efectos de que pueda ser integrado y visualizado por las 
partes al consultar expediente electrónico.

Así lo resolvió y firma, el licenciado Oziel Rosas 
Guarneros, Juez Cuarto de Distrito en Materia de Extinción de 

Dominio con Competencia en la República Mexicana y 

Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer 

Circuito, con sede en la Ciudad de México, ante la licenciada 

Araceli Palma Baños, Secretaria con quien actúa y da fe. Doy 
fe.

El Juez         La Secretaria

ORG/APB

Razón. Esta foja corresponde a la última de la sentencia dictada el treinta de 
septiembre de dos mil veintiséis, en los autos del juicio oral mercantil 687/2026-III. 
Conste.
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58 12 b4 6d 3d 3c b1 09 4e 74 4e 5a ff b6 7b 65
ee 8c a5 4e f9 a4 66 bc 84 b5 29 e4 16 4d 1f e3
48 6c 29 c3 06 75 ec 7d 81 b3 14 6a e5 58 00 dc
c2 5a 56 f1 aa 08 63 df 3e df 54 6e 63 b1 7d 9e

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 01/10/26 00:06:29 - 30/09/26 18:06:29

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.48.5c

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 01/10/26 00:06:29 - 30/09/26 18:06:29

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 213484620

Datos estampillados: oPUeL90CLlbvyyRo2OS4m28g/so=
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FIRMANTE
Nombre: OZIEL ROSAS GUARNEROS Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.62.60 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

01/10/26 00:13:00 - 30/09/26 18:13:00 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

b1 24 9a 59 54 6a d6 81 ff 58 ce f7 ab 72 21 8b
4a 65 ab e2 28 bd f4 f6 7b 9f 6f 52 65 e0 60 ec
15 a9 aa 49 e4 4c 34 2d 25 05 7a b7 f0 c6 a8 6c
a0 60 32 c7 aa 1a d8 be 13 4e 2c 76 89 b1 91 f5
ca 16 df d0 d3 10 e1 7d 6c 61 08 f6 0a ce 11 ba
b2 ba 0e c2 9a c5 b4 a7 e2 d7 0d 99 73 d9 ec bc
d9 44 ac f0 90 14 d6 86 8f ec b2 60 2d 59 87 7d
b3 ce 74 d4 54 b1 5d f0 0a ab 18 c4 87 f3 0e 53
e2 78 d6 fb 0b c4 1f 66 1c e0 a1 2f b7 e8 a7 0d
9d 1c 3e 46 ba 6e 8d bf 75 a4 d8 86 7e 0e ee 40
18 40 46 7b 37 af 6d c3 97 07 a7 18 e2 10 6d 6c
22 4e 78 37 09 c2 0a 3a 39 c1 92 53 6e 0d 37 20
25 a3 68 d4 75 a4 b4 22 1b b9 b6 44 46 77 b2 10
0d 58 68 a4 8f 61 c9 1d 14 2b 22 6a aa 55 07 dc
f0 07 35 df 5c 89 3c f9 71 a5 bb 1c 21 06 d0 38
a0 d2 9f 13 3b bf 18 cc 99 6b a4 72 ec ec 37 7b
3c f2 66 d3 19 23 2f 0f d7 a6 04 1f c3 3f 07 0d
2e ec 77 07 da 7a 95 a7 fe 45 1b 0e aa 1f 12 98
d1 a9 7e 84 7e 9e a0 52 92 7b ed ce ad aa 2b 68
ab 35 ae c8 7c 7a e9 a1 06 0b fa 1d af e2 da 53
0d 4d eb 47 ea 80 b9 89 51 ce 45 37 ad 86 dd af
c8 1b 4d 3c 9f f2 0e ec 2d e3 42 f3 3a 33 7c 68
de c3 a0 f3 79 57 0e 03 63 31 ec 41 4a ae 5e c6
aa ee 7a e9 cd 1f b2 a9 a7 ed 27 26 55 2a 49 0b

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 01/10/26 00:13:01 - 30/09/26 18:13:01

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.62.60

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 01/10/26 00:13:01 - 30/09/26 18:13:01

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 213489836

Datos estampillados: 677dBCPpint8Z8nIlTCXkmb1R9U=
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aEl treinta de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Araceli Palma

Baños, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Cuarto de Distrito en
Materia de Extinción de Dominio con Competencia en la República Mexicana
y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, hago
constar y certifico que en esta versión pública no existe información
clasificada como confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


